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“Ningún lugar de hecho es bueno 
cuando nadie está, 


















































Al maestro Daniel Alfonso Barragán Ronderos por sus aportes, siempre oportunos, para la 






















TABLA DE CONTENIDO 
 
INTRODUCCIÓN .............................................................................................................................. 9 
CAPÍTULO I. .................................................................................................................................... 14 
APROXIMACIONES A LOS OBJETOS DE ESTUDIO ................................................................ 14 
Primer objeto de estudio: el conflicto social ................................................................................. 14 
Segundo objeto de estudio: el control social ................................................................................. 17 
Tercer objeto de estudio: el espacio público ................................................................................. 21 
Contexto normativo y jurisprudencial. ...................................................................................... 24 
CAPÍTULO II. .................................................................................................................................. 30 
CRIMINALIZACIÓN DE LA JUVENTUD Y GESTIÓN DE LA SEGURIDAD EN LA CIUDAD 
INTERMEDIA COLOMBIANA. El caso de Tunja-Boyacá: Barrio centro .................................... 30 
Consideraciones previas, el método de investigación ................................................................... 31 
Apuntes sobre la ciudad, aproximaciones al contexto .................................................................. 33 
Resultados. Análisis cuantitativo y cualitativo de la información ................................................ 36 
Primer objeto de estudio: el conflicto social ............................................................................. 39 
Segundo objeto de estudio: el control social ............................................................................. 42 
Tercer objeto de estudio: el espacio público ............................................................................. 47 
CAPÍTULO III. ................................................................................................................................. 49 
CIUDAD INTERMEDIA Y POLÍTICA CRIMINAL ...................................................................... 49 
Criminalización de la juventud y dinámicas de seguridad ciudadana en Tunja ............................ 49 
El derecho a la ciudad ................................................................................................................... 52 
Elementos para una política criminal inclusiva ............................................................................. 54 
CONCLUSIONES ............................................................................................................................ 59 
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS .............................................................................................. 61 












Las formas que ha asumido el control social en las sociedades modernas, iluminadas por los 
juicios de la razón, apenas descubierta, comporta una serie de cambios tendientes a su 
humanización y que terminaron por encasillar el discurso de la industria del control social en 
lógicas del prevencionismo y la rehabilitación social del delincuente. Sin embargo, estas 
ideas fundantes y que imperaron en la modernidad temprana, parece verse superadas, en el 
tiempo que transcurre, por demandas de una economía acelerada, imprevisible y cada vez 
más global que reducen los Estados a meros policías cuya función se ahínca, en la 
preservación de un orden mínimo que permita el flujo del capital.  
La fascinación por el orden, el surgimiento de las sociedades disciplinarias, el empleo de 
técnicas de prevención situacional del delito, la segregación territorial, la hipervigilancia y 
en general, todas las acciones tendientes a dotar de seguridad al hombre a costa de la 
criminalización del otro diferente respecto del orden dado y el detrimento de otros derechos 
como el del espacio público, auspiciados por discursos mediáticos y políticos, serán 
fenómenos especialmente tratados en las siguientes líneas. 
Sin embargo, no es esta la única razón justificante que se pueda esgrimir para dar base sólida 
a la intención que aquí se plasma. De lo que se trata es de la seguridad, la misma que en los 
últimos años se ha convertido, especialmente en época electoral, en un lugar común del 
discurso político; se ha situado como prioridad en las agendas estatales actuales a merced de 
un vertiginoso despliegue de información que ataca las mentes de los ciudadanos incautos 
que reclaman justicia creando lazos fuertes de solidaridad y caracterizando la época que 
discurre como “tiempos signados por el temor: democracias habitadas por ciudadanos del 
miedo: víctimas” (Calzado, 2013, p. 20). Toda esta amalgama de emociones, reclamos e 
indignación, encuentran justificación en los procesos de etiquetamiento y criminalización 
que tienen lugar en la invención del Estado moderno: la ciudad, espacio físicamente geo-
referenciado y altamente impregnado por un imaginario común, no siempre acertado o 
predicable del cien por ciento de los habitantes de una urbe, pero lo suficiente para motivar 
acciones estatales en su favor y manutención. Con ciudad nos referimos a un proceso de 
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interacción político, económico, administrativo y cultural que tiene lugar en un asentamiento 
urbano.  
Es en la ciudad donde los “relatos del crimen”, a la manera de Caldeira (2007), interactúan y 
consolidan el precitado imaginario social. Es decir que, un imaginario social signado por 
miedo y terror a ser víctimas de un delito, y que criminaliza mediante procesos de 
estigmatización los comportamientos diferentes, provoca una nueva forma de configuración 
de la ciudad, situación bien importante si tenemos de presente, a la manera de Belil, Borja y 
Corti (2012), que, “más de la mitad de la población mundial (es decir más de 3.500 millones 
de personas) viven ya en espacios urbanizados… Esta proporción llegará al 60% en 2020. 
Este es un hecho histórico sin marcha atrás” (p.13).  
Estas modificaciones de la forma de vivir en sociedad a partir del repudio por el delito hacen 
posibles acciones públicas y privadas en favor de la seguridad ciudadana, las cuales se 
consolidan a partir de la premisa expuesta por Garland (2007) según la cual, “todas las 
sociedades deben mantener las conductas desviadas y criminales dentro de límites 
razonables” (p. 22). Este sentir y actuar estatal y no estatal, ha desembocado en una desgracia 
para gobiernos actuales que se autocalifican cómo democráticos y respetuosos de la dignidad 
humana, a saber: la crisis del espacio público y sus correspondientes libertades. En procura 
de un mejor panorama se presentan algunas disertaciones y aportes enmarcados en los 
postulados teóricos de la criminología cautelar (Zaffaroni, 2013). 
La investigación propuesta contempla dos fases para la construcción y consolidación del 
conocimiento, “una heurística y una hermenéutica dialéctica, la primera entendida como 
aquella fase exploratoria, descriptiva de revisión documental y la segunda como aquella de 
interpretación y análisis de información decantada de los autores y de los datos estadísticos” 
(Tirado, Peña y Carbonell, 2013, p. 100).  
La investigación documental se comprende como un estudio “metódico, sistemático y 
ordenado con objetivos bien definidos, de datos, documentos escritos, fuentes de información 
impresas, contenidos y referencias bibliográficas, los cuales una vez recopilados,  
contextualizados, clasificados, categorizados y analizados, sirven de base para la 
comprensión del problema, la definición o redefinición de nuevos hechos y situaciones 
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problemáticas, la elaboración de hipótesis o la orientación de nuevas fuentes de investigación 
en la construcción de conocimiento” (Uribe, 2011, p. 196).  
Empleando la estrategia de investigación socio-jurídica, se realizará un estudio de caso, que 
es importante entre otros motivos, porque al ser un “recurso investigativo y de aprendizaje 
permanente, nos enseña que nadie aprende solo, pues aprendemos en comunidad, 
mediatizada por el recurso de la experiencia, por el contacto directo y la inmersión en el 
mundo social” (Correas, 2009, p 223). Dicho estudio se priorizó en el barrio Centro de la 
ciudad de Tunja-Boyacá y con la participación de un grupo de jóvenes skaters pertenecientes 
a programas de la casa del (la) menor Marco Fidel Suárez de Boyacá. El objetivo es 
identificar las dinámicas en torno a la percepción de seguridad ciudadana que criminaliza la 
diferencia, así como los instrumentos de operatividad estatal frente a la realización del hecho 
delictivo, las relaciones ciudadano-espacio público y las organizaciones ciudadanas que 
forjan y mantienen el tejido social.   
En términos Weberianos, rememorados por Corbetta (2007) “Si la sociedad se construye a 
partir de las interpretaciones de los individuos, y su interacción es la que crea las estructuras 
sociales, para entender la sociedad debemos observar dicha interacción” (p.23). Por ende, el 
recurso del estudio de caso resulta interesante, al ser un estudio micro-sociológico se 
encamina a develar situaciones macro que comprometen la institucionalidad desde una 
realidad subjetiva que la legitima o la deslegitima.  
Se optará por una investigación de método mixto, se emplearán recursos de investigación de 
tipo cuantitativo como cualitativo, -bien sea a manera de documentos, entrevistas 
individuales semiestructuradas, encuestas u observaciones -, en procura de una mayor 
objetividad en la información recolectada y que se emplearán según su mayor o menor grado 
de relación con el objeto trazado.   
Con todo, se abordará un momento analítico y propositivo, enmarcado en una investigación 
de tipo argumentativo que pretende, a partir de la información obtenida en los dos momentos 
anteriores, solucionar la pregunta de investigación ¿Cómo impactan los discursos de la 
criminalización de la juventud en la gestión de la seguridad ciudadana en el barrio (Centro) 
de la ciudad de Tunja-Boyacá para 2018?, para finalmente, proponer elementos de 
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mejoramiento a los instrumentos de gestión de la seguridad que tengan presente en su 
formulación la situación vivida en las ciudades de media y menor densidad poblacional.   
El documento presenta un estructura tripartita, en el primer capítulo se reseñan los principales 
estudios realizados con respecto al vínculo espacio público frente a la cultura y el delito 
considerando el marco jurídico hacia la política criminal, en un segundo escenario se 
presentan los resultados del estudio de caso propuesto sobre las dinámicas de seguridad 
ciudadana, a partir de la interacción con transeúntes, servidores públicos que inciden en la 
materia y un grupo social de jóvenes skaters, en el barrio (centro) de la ciudad de Tunja-
Boyacá para 2018. Finalmente, en un tercer plano, se formulan algunas disertaciones que 
repercuten en los discursos de criminalización contra la juventud, de diversa índole, en las 
relaciones ciudadano-espacio público e instrumentos de política pública de gestión de la 






















CAPÍTULO I.  
APROXIMACIONES A LOS OBJETOS DE ESTUDIO 
 
Lo que corresponde en las siguientes líneas es dar cuenta del sustrato teórico y jurídico que 
permita identificar el estado actual del conocimiento relativo a la gestión del conflicto social 
y las implicaciones en la construcción de un lugar común, en el que tienen lugar interacciones 
sociales propias del cohabitar una ciudad, y al que se ha denominado espacio público. 
Considerando la lógica de la proposición se hará especial énfasis en los elementos que, desde 
la norma y la jurisprudencia colombiana, han dotado de significado el concepto de espacio 
público. 
 
Primer objeto de estudio: el conflicto social  
 
El conflicto surge allí donde fallan los procesos de socialización a los que todo hombre se ve 
abocado desde sus primeros años de vida; son lecciones que deberá interpretar y apropiar si 
desea adaptarse a un entorno social que hará posible su existencia, en términos de Silva 
(2011), “son dinámicas informales de aprendizaje de roles sociales y de valores” (p. 102) este 
proceso de adaptación es el mecanismo básico de control social y permite la consecución de 
un constructo social unificado bajo los mismos fines, esto es, en términos de Weber, un tipo 
ideal racional de asociación: “el actuar en sociedad con ordenamiento del contenido y de los 
medios de acción social convenido por todos los participantes de manera racional con 
relación a fines” (Gómez y Silva, 2015, p. 62). El tipo ideal racional para Weber, citado por 
Briones (1996): 
(…) está formado por la acentuación unidimensional de uno o más 
puntos de vista y por la síntesis de una gran cantidad de fenómenos 
concretos individuales, difusos, distintos, más o menos presentes, 
aunque a veces ausentes, los cuales se colocan según esos puntos de 
vista enfatizados de manera unilateral en una construcción analítica 
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unificada... Dicha construcción mental, puramente conceptual, no 
puede encontrarse en ningún lugar de la realidad”. (p. 59-60).  
Según los postulados teóricos del contractualismo social, el tipo de convenio referido solo es 
posible en un escenario hipotético en el que el hombre, ante la imperiosa necesidad de una 
vida mejor y ante la promesa de vivir sin miedos, decide juntarse y reconocer unas reglas de 
juego común en virtud de las cuales “renuncian al uso privado de la fuerza y al derecho a 
arrebatarle la propiedad a otro hombre a cambio de la paz, la seguridad y la expectativa de 
un beneficio propio” (Nussbaum, 2012, p. 30).  
En relación con el orden impuesto en esta reunión inicial Arendt (2005) afirma: “el poder 
surge allí donde las personas se juntan y actúan concertadamente, pero deriva su legitimidad 
de la reunión inicial más que de cualquier acción que pueda seguir a ésta” (p.70). A este 
orden superior, llamado Estado, se le concede, mediante la cesión de poderes, el uso legítimo 
de la violencia a fin de que garantice un orden mínimo que permita la convivencia social. 
Así, la gestión del conflicto comporta, interpretando a Silva (2011) determinar las acciones 
que serán toleradas por el conjunto social y las que no (p.118). 
Sin embargo, limitar el objeto de estudio a las conductas que mediante un proceso reglado 
adquieren la categoría de delitos sería ignorar otras tantas que no estando reconocidas como 
tal, comportan un conflicto social. Bajo éste supuesto, adoptaremos como propio, para los 
fines acá propuestos, el concepto de divergencia social construido por Silva (2011) “(…) un 
proceso dinámico de interacción entre líneas de acción que mantienen una relación dialéctica, 
las cuales se expresan formando campos de separación al distinguirse por las diferencias 
sobre intereses, creencias o valores existentes entre los actores, lo que provoca un conflicto 
y representa una situación de diversidad” (p.115), en donde líneas de acción es “todo 
comportamiento humano que tiene sentido significativo para otros, es decir, que les comunica 
a otros un contenido o un sentido, razón por la cual recibe el apelativo de social” (Silva, 2011, 
p.79).  
La adopción del concepto divergencia social en el estudio acá propuesto, comporta la 
necesidad imperiosa de superar las nociones utópicas propias del funcionalismo estructural 
de Parsons y se ahínca en función de la teoría de los sistemas de Luhmann, la cual:  
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(…) no ofrece ni utopías ni modelos de sociedades ideales. La teoría 
luhmanniana presenta, en cambio, un poderoso instrumental analítico que 
permite comprender el funcionamiento de la sociedad, los subsistemas y las 
organizaciones. Los mecanismos de reducción de la complejidad, los códigos 
propios de los diferentes subsistemas, los esquemas binarios de selección y 
regulación de las relaciones al interior de cada subsistema y los intercambios 
entre ellos, son escudriñados rigurosamente, de tal manera que el aparato 
conceptual se perfila como una visión muy adecuada a las características de 
la sociedad moderna y a los procesos que se suceden en sus diferentes niveles. 
(Arriaga, 2003, p. 279). 
En términos del funcionalismo estructural de Parsons las estructuras sociales vienen 
preconcebidas y son perfectas, por ende, la noción que concibe de conflicto es equivalente a 
la noción de delito, se limita a considerar como propia toda acción contraria a postulados 
normativos, los cuales, a partir de una lectura de Silva (2011) “son las responsables de la 
mediación en la integración de la acción y la estructura” (p.316) y en este sentido, “excluye 
las nociones de conflicto y lucha de clases o grupos de poder, haciendo además innecesario, 
inconveniente o secundario el cambio social” (p.314). 
A diferencia de Parsons, Luhmann entiende el conflicto como “una posibilidad, un 
equivalente funcional para la construcción de un sistema” (Arriaga, 2003, p. 278) el cual 
“orientará el curso de la interacción social de modo consciente” (p.102). Similar al término 
de divergencia social, renglones atrás desarrollado, establece que el núcleo del asunto “radica 
en una contradicción de intereses (…) de valores y creencias” (Silva, 2011, p.108). Esta 
noción de conflicto encuentra afinidad con las teorías ambientalistas que conciben el delito 
como fenómeno social, para Gabriel Tarde, uno de sus más visibles defensores, “El delito 
constituye una de tantas formas en las que se canaliza el flujo múltiple y disperso de los 
deseos y creencias colectivas” (Tonkonoff, 2008, p.55). Basta decir por el momento, que es 
la noción de divergencia social la que hace posible el control social, fenómeno al que 
dedicaremos el siguiente acápite, y al que se circunscribe, como una de sus especies, el 
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derecho penal, el mismo que se moldea a partir de esos deseos y creencias de las que nos 
habla Tonknoff (2008) y que se traducen en enunciados imperativos1.  
Segundo objeto de estudio: el control social 
 
El control social focaliza todo su esfuerzo en evitar la divergencia social y en este sentido 
“puede ser definido como el conjunto de instituciones, dispositivos y prácticas destinadas a 
preservar o imponer un determinado orden para regular las relaciones sociales” (Silva, 2011, 
p. 138), en tal sentido, la forma en que opera el control social se encuentra íntimamente 
relacionada con los dilemas del mundo actual, al respecto Garland (2005), establece:  
Con el trascurso del tiempo, nuestras prácticas de control del delito y 
de hacer justicia han tenido que adaptarse a una economía cada vez más 
insegura que margina a importantes sectores de la población; a una 
cultura consumista y hedonista que combina la libertades personales 
amplias con controles sociales débiles; a un orden moral pluralista que 
lucha por crear relaciones de confianza entre extraños que tienen muy 
poco en común; a un Estado «soberano» que es cada vez menos capaz 
de regular una sociedad de ciudadanos individualizados y grupos 
sociales diferenciados; y a tasas de delito crónicamente elevadas que 
coexisten con bajos niveles de cohesión familiar y de solidaridad 
comunitaria. (p.314)   
A este proceso de complejidad paulatina propio de las sociedades modernas suele atribuírsele 
un génesis en el acaecimiento de la Edad media, entrado el siglo XV; sin embargo, son las 
ideas que forjaron el cambio en las que realmente se puede rastrear el estado actual de la 
materia. El orden social imperante en la Edad Media se vio amenazado con el surgimiento 
de ideas antropocentristas y en razón a esto, afirma Froom (1947), “Lo que caracteriza a la 
sociedad medieval, en contraste con la moderna, es la ausencia de libertad individual” (p.62).  
                                                          
1 En este orden de ideas, las reflexiones presentadas se debaten en el marco del Estado liberal que justifica la 
existencia de una estructura organizada de poder en su función de garantizar el respeto irrestricto de las 




Este nuevo paradigma, que cimenta sus bases en los juicios de la razón dejando de lado los 
de la fe, especialmente católica, puede leerse en dos movimientos sociales, el Renacimiento 
y el Reformismo Protestante. El primero, un movimiento cultural forjado por una clase 
burguesa emergente que acumulaba grandes capitales económicos2, condición que “les 
proporcionaban un sentimiento de libertad y un sentimiento de individualidad” (Froom, 
1947, p.68). La posibilidad de ascender socialmente mediante dicha acumulación de capital 
irrumpió en el orden predominante en la edad media y a su vez alejó para siempre al hombre, 
según el precitado autor “de la seguridad y el sentimiento de pertenencia que ofrecía la 
estructura social medieval” (p.68).  
La imposición en todas las esferas de la vida de las lógicas del mercado, es decir de 
competencia bajo el nombre de capitalismo, fracturó las relaciones sociales ahora posibles 
solo en razón de la conveniencia3, inclusive llegando “al empleo despiadado de todos los 
medios, desde la tortura física hasta la manipulación psicológica, a fin de gobernar a las 
masas y vencer a los competidores” (Froom, 1947, p. 69). Con lo dicho resulta interesante la 
apreciación de Arendt (2005) según la cual “El uso de la razón nos torna peligrosamente 
irracionales, porque esta razón es propiedad de un ser originariamente instintivo” (p.81).  
Este instinto permitió que la clase no burguesa, al verse sublevada a los intereses de una clase 
minoritaria y adinerada, “desarrollara un sentimiento de envidia e indignación” (Froom, 
1947, p. 99) y consecuentemente de mayor angustia e impotencia, situación que coadyuvó 
en la concreción del segundo movimiento cultural al que se adujo, el Reformismo Protestante. 
En este contexto y con el declive de la institucionalidad católica, el reformismo trajo consigo 
un nuevo sentir que legitima el trabajo y la búsqueda del éxito constante igualándolo con el 
de salvación divina, “un discurso que invitaba al esfuerzo y trabajo compulsivo como una 
forma de predecir un destino, siendo este el cambio psicológico más relevante del hombre 
moderno en relación con el hombre del medioevo” (Froom, 1947, p. 111).  
Con lo anterior, la institucionalidad que hace posible el control social cambia, si 
consideramos por institución “un conjunto de actividades que una sociedad adopta como un 
                                                          
2 Recomiendo, para una visión amplia del fenómeno de la acumulación de grandes capitales en tiempos del 
neoliberalismo imperante, consultar Pfleiderer y Achtnich (2018), documental transmitido por el canal 
Deutsche Welle.  
3 Al respecto Bauman (2015) 
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método deliberadamente aceptado de alcanzar un fin en forma voluntaria y de antemano 
convenida y que entre más altamente desarrollada sea una sociedad, mayores y más variados 
serán las complejidades de sus instituciones” (Soto, 1979, p.119-121), nos encontramos 
frente a una eliminación del orden natural y la imposición de un nuevo paradigma de vida 
que dará forma a las acciones sociales, entre ellas las del control social.  
Así las cosas, el espíritu de libertad fundante de la sociedad moderna, el sentimiento de 
pequeñez e inseguridad que experimenta el hombre a causa de la ruptura de un orden natural 
propio de la Edad Media y la adopción de juicios de razón y ya no de fe, van forjando la 
forma del control social, “las luces que descubrieron las libertades también inventaron las 
disciplinas” (Foucault, 1976, p. 181).  
La nueva racionalidad incorporada en el tratamiento del delito, abordadas por Michel 
Foucault en su estudio penológico Vigilar y Castigar, hicieron que el castigo asumiera 
novedosas formas con tintes progresistas, encaminadas y fundadas en el respeto de la 
dignidad humana y en todo caso tendientes a conservar sociedades ordenadas y vigiladas, 
lógicas que permearon el actuar de los controles sociales informales, los cuales, robustecidos 
por la sensación permanente de miedo en el hombre moderno, “se gestaron con el objetivo 
de prevenir y controlar el actuar delictivo, acompañado de una sensación errónea por parte 
de la comunidad respecto de las tasas reales del delito, y generalizado pesimismo frente al 
actuar de las instituciones estatales que cumplen la función de tratarlo” (Salas, Cita y Zamora, 
2014, p. 138). 
La configuración de un imaginario común que “orienta la vida social pero también constituye 
el punto de apoyo para cualquier intervención política sobre la sociedad” (p.36), incentivados 
por las narraciones construidas en favor de intereses políticos y mediáticos, generalmente 
sensacionalistas del delito, devienen en exigencias constantes de seguridad ciudadana que se 
tornan patológicas, que categorizan patrones, que a la manera de estándares, clasifican a las 
personas bajo parámetros de normalidad y anormalidad en procura de dar forma al delito y 
así poder evitarlo, en palabras de Feeley y Simon (1994) “La creación de categorías y la 
especificación y racionalización de metas, idealmente reducidos a una única escala métrica 
que, nosotros sugerimos, es la de la gestión del riego”, citado por  (Hallsworth, 2006, p.61).  
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Esta selección de conductas criminalizadas por los Estados como una forma de gestión del 
riesgo tiene su génesis en un proceso de criminalización secundaria4, que encuentran lugar 
en el seno de las agencias del sistema penal, como la policial, “es motivado por prejuicios 
social o factores internos de cada individuo con el poder de ejercer la criminalización 
secundaria, lo cual desvirtúa el objeto de la criminalización” (Zaffaroni, 2013, p. 35).  
La creación de estigmas, reiteramos, supone aparentemente varias ventajas: posibilitan el 
adelantamiento y evitación al suceso delictivo, satisfacen las demandas de la economía 
moderna a los Estados para que garanticen un orden que posibilite su accionar, envían un 
mensaje de confianza y tranquilidad al ciudadano común y operan como legitimadores del 
ser estatal. La escogencia de estereotipos se ha inclinado, en búsqueda de culpables de la 
inseguridad, por encasillar, como tal, los comportamientos de la juventud. Entendida como 
el grupo etario que comprende a las personas entre 14 y 28 años de edad, tal como lo reconoce 
la Ley 1622 de 2013 “Estatuto de la ciudadanía juvenil”5.    
Nos interesa particularmente las interacciones sociales de los jóvenes skaters, pues por la 
naturaleza de su práctica, considerada por el imaginario común como peligrosa tanto para la 
integridad física de los practicantes como para la estética de la ciudad y no en menor medida 
como amenazadora de la tranquilidad o el orden, desemboca fácilmente en conflicto, así lo 
perciben, inclusive, ellos mismos; más adelante veremos cómo esta idea también se encuentra 
presente en las acciones de gestión del delito, policivas y privadas, formales e informales, 
que tienen lugar en la ciudad.  
En la realidad del grupo se pueden leer elementos particulares en sus valores y elementos que 
portan: la patineta, los zapatos o la gorra, todos indicativos de que se es skate, “los 
estereotipos cosifican, aparecen como algo objetivo, que puede verificarse a simple vista, que 
esta a la vista de todos” (Rodríguez, 2014, p.112). Todo esto repercute en el espacio físico 
                                                          
4 El proceso de criminalización, en un primer escenario, se concibe como el conjunto de esfuerzos estatales para determinar las conductas 
que se consideran contrarias a derechos y libertades (antijuricidad material) y que por tanto atentan contra un orden jurídico dado 
(antijuricidad formal) por ende, merecedoras de un reproche. En este sentido, los procesos de criminalización secundaria tienen lugar en 
escenarios informales o cotidianos de interacción social solo posibles en los asentamientos urbanos, «la ciudad», tendientes a etiquetar 
comportamientos no deseados y por tanto a mantenerlos segregados de las dinámicas sociales propias de la urbe.    
5 Artículo 5: “DEFINICIONES. Para efectos de la presente ley se entenderá como:  
1. Joven: Toda persona entre 14 y 28 años cumplidos en proceso de consolidación de su autonomía intelectual, física, moral, económica, 
social y cultural que hace parte de una comunidad política y en ese sentido ejerce su ciudadanía”. 
Considero pertinente adoptar el concepto toda vez que con juventud nos referimos principalmente al proceso de formación para la vida 
adulta y al que por este mismo hecho suele atribuírsele precipitadamente valoraciones que asignan a sus comportamientos tintes de 
irracionalidad, emocionalidad y por consiguiente peligro, el que hay que gestionar.   
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en el que tiene lugar la interacción social6, y allí se hace tangible “la fuente de las ansiedades 
profundamente arraigadas que se expresan en la actual cultura de la conciencia del delito, en 
la mercantilización de la seguridad y en un ambiente diseñado para gestionar el espacio y 
dividir a las personas” (Garland, 2007, p. 315).  
Retomando los postulados de las teorías del contrato social, la cesión de poder convenido por 
hombres libres, permite inferir que “en el espacio, no hay libertad sin un mínimo de 
organización, pero que esta organización es una amenaza para cada persona y restringe la 
autonomía de las opciones; las alienaciones de la humanidad moderna proceden del 
desarrollo de dominaciones, indispensables no obstante para la formación de áreas de amplia 
circulación y de libre desplazamiento” (Claval, 1982, p.12-13). Esta organización social, 
materializada mediante el control social, modifica la forma en que el hombre interactúa con 
el espacio en común y al que dedicaremos el siguiente apartado.   
 
Tercer objeto de estudio: el espacio público 
 
Se dice que la razón es el pilar fundamental sobre el cual descansa la cosmovisión del hombre 
moderno, y consecuentemente, las lógicas relacionales que imperan en la interacción social, 
entre ellas las relativas al control social. La corriente política moderna del contractualismo 
social así lo entiende, no obstante, no agota su uso y fin en éste primer consenso, al contrario: 
El uso y fin de la razón no es el hallazgo de la suma y verdades de unas o 
de pocas consecuencias, remotas de las primeras definiciones y 
significaciones establecidas para los hombres, sino en comenzar en éstas y 
en avanzar de una consecuencia en otra. (Hobbes, 1980, p. 150).    
La intención de fijar reglas consensuadas que permitan el orden y por ende la vida en conjunto, 
hizo posible a su vez, a manera de consecuencia, entre otras, el surgimiento de las ciudades, 
“el agrupamiento urbano refleja el propósito colectivo y la voluntad de asumir en común la 
dirección” (Claval, 1982, p. 124-125).  
                                                          
6 Para un estudio pormenorizado del fenómeno propuesto léase Salas, G y Zamora, M (2015).  
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Este propósito común que se forjó en el ideario de la urbanización, difícilmente posible en las 
sociedades modernas, pretende “la difusión de valores, actitudes y comportamientos que se 
resumen bajo la denominación «cultura urbana»” (Castells, 1974, p. 15), tal cultura, siguiendo 
la línea argumentativa del autor es una mito y lo que realmente impera es una noción de 
“cultura industrial” de consolidación histórica que determina a la ley y el orden y que se gesta 
a partir de “la complejidad social (…) en que se basa la heterogeneidad y la concentración de 
las poblaciones” (p.103), habíamos insinuado en los acápites anteriores las implicaciones de 
dicha heterogeneidad, en cómo el sistema de valores del modernismo se ahínca en el respeto, 
tolerancia y valoración de la diferencias, es decir del pluralismo y entre ellas una de sus 
especies, el multiculturalismo, paráfrasis de (Silva, 2011, p.120).  
En este sentido, es el espacio público el escenario donde la práctica del skate tiene lugar y en 
donde los procesos de estigmatización se hacen tangibles, “(…) se concibe como un atributo 
relacional que expresa las posiciones y las perspectivas de cómo se concibe esas relaciones 
sociales” (Maldonado, 1997, p.22). Esta amalgama de perspectivas y roles le permite inferir 
a Castells (1949): 
En efecto, la sociedad no es pura expresión de culturas entre sí, sino 
articulación más o menos contradictoria de intereses y, por lo tanto, de 
agentes sociales, que no se dan nunca por sí mismos, sino siempre, y a la 
vez, en relación con algo distinto (p.136).  
En términos de Belli (2012), “la ciudad es el espacio donde el fenómeno de la globalización 
adquiere una dimensión tangible” (p.17). Estas dinámicas culturales siempre contradictorias 
dificultan que el espacio físico en donde tiene lugar la sociabilidad concretice su ideario, las 
relaciones sociales que contraen los hombres culturalmente diversos, “dan al espacio (…) una 
forma, una función, un significado social” (Castells, 1949, p.141). 
Esta relación dialógica, será estudiada en el capítulo siguiente a partir del contexto situacional 
del municipio de Tunja. La percepción de seguridad será importante para el estudio propuesto, 
“porque tiene un papel destacado en la organización del espacio físico de la ciudad, tanto para 
las mismas formas de habitar un área determinada, e. g., el barrio, los espacios públicos, los 
lugares simbólicos, la zona céntrica” (Salas, 2015, p.306) 
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Resulta interesante emprender el análisis a pequeña escala, que comporta un municipio, pues,  
(…) es la institución de gobierno correspondiente al ámbito territorial de 
menor dimensión. Por tanto, sus características, su papel, sus funciones y sus 
procesos, serán determinados, básicamente, por los rasgos que ese territorio 
que administra y del Estado en el que se insertan. (Castells, 1981, p.298).  
A partir del estudio propuesto se podrá evidenciar los discursos que imperan en la concepción 
de espacio y orden público, presentes en un imaginario social y de configuración bipartita: (1) 
la interacción local y (2) su relación con una estructura mayor “a partir de este conjunto de 
relaciones de producción y distribución y de elementos socioculturales se constituyen las 
estructuras de poder local, que se articulan a la estructura de poder de la sociedad global” 
(Castells, 1981, p.299).  
Estas estructuras de poder, en el contexto de la democracia, es la “ideología que fundamenta 
la ciudad” (Claval, 1982, p.126), la existencia de un principio de autoridad, para el cual, resulta 
fundamental, según el precitado autor, “la participación de los ciudadanos en la gestión de los 
asuntos públicos” (p.125); este argumento posibilita la existencia de controles informales del 
delito materializadas mediante asociaciones público-privadas que pretenden prevenir la 
comisión del mismo y responsables de la denominada crisis del espacio público7, “la 
segregación del territorio, la imposición de las dinámicas del mercado, la promoción de una 
arquitectura desligada de su contexto y las dinámicas del miedo que se están imponiendo” 
(Belil, Borja y Corti, 2012, p. 21)8.  
Si bien, estos acontecimientos que dan lugar al debilitamiento del espacio público, tienen lugar 
en el contexto de gobiernos locales, se relacionan y se identifican a partir de un contexto global 
en el que se insertan. Resulta oportuno analizar a continuación, a fin de exponer las lógicas 
discursivas del contexto normativo y jurídico en el cual se desarrolla las nociones de 
                                                          
7 Fenómenos como el de la hiper-vigilancia han sido desarrollados ampliamente por Arteaga (2009), Bauman & Lyon (2013); en relación 
con las sociedades de las disciplinas y la pretensión diferenciadora del panóptico de Foucault léase Cavaletti (2010); la estigmatización 
Becker (2008) y Eco (2013), su relación con la segregación territorial encuentra gran desarrollo en los estudios de Wacquant (2010) y Fraile 
(2007). La privatización de la seguridad ciudadana y su relación con la segregación social es ampliamente tratada por Paasche, Yarwood 
& Sidaway (2014).  
8 Estos fenómenos son producto de discursos de estigmatización que a su vez devienen en exigencias de seguridad ciudadana y estas 
implican la imposición de prácticas que, a la manera de estrategias o respuestas a tales exigencias, abanderadas por el Estado, terminan por 
fracturan la cohesión social. 
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espacialidad pública, determinar los principales textos normativos y sentencias que la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, han pronunciado en la materia.    
 
Contexto normativo y jurisprudencial.  
 
Nos corresponde ahora esgrimir las principales nociones normativas y jurisprudenciales 
respecto del espacio público; las cuales establecen un marco dentro del cual tiene lugar las 
cotidianidades locales. El concepto de espacio público se incorpora en nuestra legislación a 
partir de la expedición de la Ley 9 de 1989, sin embargo, ya en la Ley 84 de 1873 se pueden 
leer un intento por significar el concepto.  
Lo novedoso de la disposición es que amplía el alcance del concepto y supera la noción 
reduccionista de la legislación civil que asume su significación a partir de la lista taxativa de 
bienes de uso público (calles, plazas, caminos, etc). En este sentido, el artículo 5 de la Ley 9 
de 1989, adicionado por la Ley 388 de 1997, entiende como espacio público todos los bienes 
que en virtud de la Constitución y la Ley están afectados al interés general y destinado a la 
utilización colectiva9.  
Su incorporación en la Constitución Política de 1991 dentro de los denominados derechos 
colectivos y del ambiente permitió la consolidación del concepto y encomendó al Estado la 
obligación de su conservación e integridad (artículo 82 C.P), y en razón a su naturaleza los 
entiende como excluidos de las dinámicas propias del derecho privado, se consideran bienes 
inalienables, imprescriptibles e inembargables (artículo 63 C.P.). 
Sin embargo, son las funciones jurisprudenciales de las altas cortes las que dan contenido y 
forma a los derechos que han encontrado un espacio de protección en el ordenamiento 
colombiano. A fin de dar cuenta de esta consigna en tratándose del derecho al espacio 
público, se emprenderá una labor de aproximación a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado, tal empresa al concluir permitirá determinar ¿Cuál 
                                                          
9 Ley 9 de 1989. Artículo 5º.- Adicionado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. “Entiéndase por espacio público el conjunto de 
inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o 




ha sido la evolución conceptual que desde la jurisprudencia de las cortes referidas han dotado 
de significado el concepto de espacio público? 
Los pronunciamientos en relación con el concepto de espacio público se iniciaron en una 
edad temprana de la Corte Constitucional y fueron nutridos por sentencias subsiguientes que 
al ser estudiadas en su conjunto permiten inferir varias connotaciones que conforman los 
elementos del concepto así:  
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De otra parte, en términos de Gomez y Gomez (2003), “La jurisprudencia emanada del 
Consejo de Estado sigue en líneas generales las mismas directrices de la jurisprudencia 
constitucional” (p. 94), y sus pronunciamientos se pueden congregar en tres grandes grupos 
según el tema que tratan, tal como se presenta en la siguiente matriz:  
Tabla 2 
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10 Como patrones de búsqueda se emplearon los términos espacio público, seguridad ciudadana y libertades personales por separado y en 
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(i) Sentencia del 28 
de Octubre de 1992. 
M. Ponente: Dolly 
Pedraza de Arenas. 
Radicación AC 316, 
(ii) Sentencia del 04 
de Octubre de 2001. 
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Radicación AC 2816 
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M. Ponente: Carlos 
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2832. 
(i) Sentencia del 14 
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Ponente: Manuel S. 
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Radicación 6569 y 
(ii) Sentencia del 22 
de Noviembre de 
2001. M. Ponente: 
Alier Eduardo 
Hernández  E. 
Radicación Ap 264.   
Consejo de Estado de Colombia (2019)11  
 
Los aportes al proceso de formación del concepto que han tenido lugar en la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado permiten inferir que su naturaleza viene dada por su 
afectación en favor del interés general y de allí que sea elevado a la categoría de bien público 
inembargable, imprescriptible e inalienable extraído de toda lógica comercial en provecho 
particular. Si bien en ambas corporaciones se puede leer una intención decidida por 
determinar las condiciones de su uso y protección lo que resulta interesante para la 
                                                          
11 Como patrones de búsqueda se emplearon los términos espacio público, seguridad ciudadana y libertades personales por separado y en 




consecución de los objetivos aquí propuestos es la construcción del concepto a partir del 
orden como valor superior que determina su uso, en sentencias SU-360 de 1999 y SU-601ª 
de 1999 aduce la Corte Constitucional que el orden en los espacios abiertos, como calles y 
parques,  debe ser un valor social por excelencia que genera confianza, respeto y tranquilidad 
en la comunidad, porque contribuye a mejorar las condiciones de vida urbana y a neutralizar, 
así sea en mínima parte, las agresiones propias de una gran ciudad (visuales, auditivas, de 
tránsito, de seguridad).  
De tal suerte que, considera la corporación, se pueden limitar e impedir el ejercicio de 
libertades personales en el espacio público siempre que resulte razonable y responda a las 
exigencias de orden en favor del interés general, e impele a los ciudadanos a cumplir 
eventualmente dichas restricciones, así se puede leer en las Sentencias SU-360 de 1999, T-
594 de 2016 y T-327 de 2018.  
Así las cosas, la restricción a libertades personales resulta como consecuencia de un orden 
encaminado a la prevención de la divergencia social y en favor del interés general, en 
sentencias como la SU-476 de 1997 se puede leer: “Las  restricciones a las libertades 
ciudadanas encuentran fundamento en el concepto de orden público, entendiendo por tal, las 
condiciones mínimas de seguridad, tranquilidad, salubridad y moralidad que deben existir en 
el seno de la comunidad para garantizar el normal desarrollo de la vida en sociedad”.  
De allí que, en sentencias como la C-995 de 2004 y la C-074 de 2006 considere la corporación 
que en situaciones específicas, el uso del espacio público, puede ser objeto de limitaciones 
transitorias y razonables, como su cerramiento: “resultado de disposiciones que reconocen a 
los particulares ciertas garantías relacionadas con el derecho de propiedad, con la seguridad, 
con la prestación de servicios a la comunidad o con el libre desarrollo de actividades 
culturales o cívicas”. No obstante sentencias como la SU-601ª de 1999, T-268 de 2000 y T-
084 de 2000 establecen parámetros que han de considerarse a la hora de restringir libertades 
y es que establece en cabeza del Estado la obligación de conciliar diferentes ámbitos y esferas 
sociales en un lugar común. 
Los pronunciamientos de las Altas Cortes plantean un escenario ideal, en donde el espacio 
público se rige por nociones de orden, tranquilidad y armonía haciendo más posible que 
prácticas como el skate, por el impacto que generan en el sentir común, sean tenidas por 
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contrarias a este predicado; estimulando el aparecimiento de prejuicios y etiquetas. Esta 
realidad es en esencia la misma que en casos como el de la banda de rock ruso Pussy Riots12 
se evidenció; pronunciamientos oficiales que criminalizan acciones libres, tan libres como la 
práctica skate, y coadyuvan en la formación de un imaginario común prejuicioso y por ende 
dañino para la interacción en la ciudad.    
CAPÍTULO II. 
CRIMINALIZACIÓN DE LA JUVENTUD Y GESTIÓN DE LA SEGURIDAD EN 
LA CIUDAD INTERMEDIA COLOMBIANA. El caso de Tunja-Boyacá: Barrio 
centro 
 
Una vez delimitado el objeto de estudio, de lo que se trata ahora es de determinar el contexto 
y las dinámicas que, en tratándose de seguridad ciudadana, tienen lugar en la ciudad 
intermedia colombiana, esto a partir del estudio del fenómeno en la ciudad de Tunja-Boyacá. 
Se propone un estudio mayormente interpretativo encaminado a develar la relación de los 
discursos de criminalización de la juventud en la gestión y control del delito y la seguridad 
ciudadana13, generando disertaciones que permitan entenderla y repensarla.   
 
 
                                                          
12 En el caso de la banda de rock rusa Pussy Riots compuesta por jóvenes y de gran impacto mediático, se 
criminaliza un acto de protesta contra el orden impuesto llevado a cabo por la agrupación musical en espacio 
público y en uso de libertades personales. Se adujo con frecuencia, en las providencias judiciales que dieron 
curso al proceso, la afectación del acto a la tranquilidad y el orden social, situación bien importante para 
dimensionar las implicaciones negativas de ajustar el uso del espacio común bajo tales parámetros. Una crónica 
detallada del proceso se puede consultar en: 
http://www.academia.edu/download/34424526/Las_Pussy_Riot_desde_la_narrativa_social_y_los_limites_del
_doing_gender_Erika_Coronas_Olivera.docx 
13 Una construcción del concepto de seguridad ciudadana se puede encontrar Salas, G. & Zamora, M. (2014) 
así: “(…) en un primer nivel de análisis se podría afirmar que la esencia de la seguridad ciudadana es la garantía 
que tiene el ciudadano de ser protegido del delito… el delito sin embargo no es solamente la causa inmediata 
de la inseguridad, sino que su entidad pasa a ser referencia; no es realidad universal, hay otros indicadores de 
posible victimización que están relacionados con la violencia y que no necesariamente deben corresponder con 




Consideraciones previas, el método de investigación  
 
El paradigma propio de las ciencias naturales determina un primer momento en las 
investigaciones sociales, en este sentido, se entendió a las ciencias sociales como métodos 
explicativos a partir de la relación causal “asociada con un cierto fenómeno o con su 
deducción a partir de las proposiciones de una teoría” (Briones, 1996, p.57). No obstante, el 
propósito de esta investigación dista de este enunciado y adopta el postulado según el cual 
las ciencias sociales, en términos del precitado autor, son ciencias interpretativas, “(…) 
porque el objeto de estudio no es algo externo al hombre sino que forma parte de su 
experiencia ya que las realidades espirituales o culturales han sido creadas por el hombre 
mismo en el curso de la historia”. (p.57).  
En este sentido, el paradigma interpretativo de la acción social, objeto de estudio del 
interaccionismo simbólico, iluminará los siguientes renglones, “pues los individuos 
construyen significados en un proceso de constante definición de la situación en la cual 
viven” (Briones, 1996. P.69). Esta construcción social de la realidad, al comportar un proceso 
de interpretaciones y definiciones, siempre se condensan en juicios de valor “la realidad ha 
sido construida de manera social y subjetiva” (Silva, 2011a, pág. 85). Este proceso de 
interacción es esencialmente comunicativo, por lo tanto, la labor que nos ocupa, es el análisis 
de los discursos “prácticas que sistemáticamente forman el objeto sobre el que se habla” 
(Teubner, 2002, p.545); autores como Foucault, Habermas y Luhman serán referencia 
permanente pues sus teóricas asumen tal presupuesto.  
En tal sentido, analizar los discursos criminalizadores de la juventud, en función del control 
social del delito y la seguridad ciudadana, es en sí misma una tarea propia de la sociología 
jurídica pues se plantea constantemente la “relación de la formación social y el derecho” 
(Correas, 1999, p.166), como causa y efecto, es decir, la criminalización como producto de 
procesos de estigmatización del otro diferente.  
El propósito de este estudio, ya referido en el acápite introductorio, se encamina en procura 
de determinar ¿Cómo impactan los discursos de la criminalización de la juventud en la 
gestión de la seguridad ciudadana en el barrio (Centro) de la ciudad de Tunja-Boyacá para 
2018?, para tal fin se optará por el empleo de un método mixto de investigación, es decir 
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integrador de métodos cuantitativos y cualitativos, el cual “utiliza evidencia de datos 
numéricos, verbales, textuales, visuales, simbólicos y de otras clases para entender problemas 
de la ciencia” Creswel (2010) citado por (Sampieri, Collado y Pérez, 2014, p.534).  
Estas características se corresponden con los postulados del estudio de caso acá propuesto y 
focalizado en el barrio centro de la ciudad de Tunja, para tal fin, se seguirán los parámetros 
propuestos por el diseño de triangulación concurrente (DITRIAC), en donde “de manera 
simultánea se recolectan y analizan datos cuantitativos y cualitativos sobre el problema de 
investigación aproximadamente en el mismo tiempo. Durante la interpretación y la discusión 
se terminan de explicar las dos clases de resultados, y generalmente se efectúan 
comparaciones” (Sampieri, Collado y Pérez, 2014, p.557).  
A fin de responder el problema de investigación se recolectaran datos mediante encuestas 
realizadas a una “muestra intencional y no probalística” (Tarrés et al, 2014, p.79) 
correspondiente a 40014 encuestados de la población fluctuante del barrio centro de Tunja, se 
integrará el estudio de registros históricos y documentos de toda índole que permitan 
describir la realidad estudiada, se emplearán entrevistas semiestructuradas a autoridades del 
orden público que participan de la realidad del barrio, se contemplaran observaciones de las 
dinámicas sociales y a su vez, estos resultados, se interpretaran en conjunto con los resultados 
de entrevistas individuales a un grupo de jóvenes skaters de la ciudad que adelantan procesos 
de aprovechamiento del tiempo libre e integración social con la casa del (la) Menor Marco 
Fidel Suárez. La muestra representativa de la población objeto de estudio responde 
finalmente a criterios de “recursos disponibles, la oportunidad y el tiempo” (Sampieri, 
Collado y Pérez, 2014, p.567). Finalmente, en el análisis de los datos, así como en los 
resultados e inferencias será predominantemente comparativo de datos cualitativos y 
cuantitativos.  
Una vez consolidado el marco metodológico se procede a describir en el siguiente acápite las 
principales características de la ciudad en la que tiene lugar el estudio, esto con el fin de 
establecer un contexto que permita entender las lógicas locales.  
                                                          
14 Una vez se indago sobre la población fluctuante del barrio centro de la ciudad de Tunja los resultados fueron negativos. peticiones 
dirigidas a la alcaldía mayor y al Departamento Nacional de Estadistica-DANE, así lo evidencian en el anexo 3.    
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Apuntes sobre la ciudad, aproximaciones al contexto 
 
Antes de cualquier intento por describir la realidad de la ciudad propuesta como caso de 
estudio se advierte que la ciudad ha de ser entendida como la “localización permanente, 
relativamente extensa y densa, de individuos socialmente heterogéneos” (Castells, 1974, p. 
97). Particularmente, en los estudios de Castells se puede visualizar un marco de análisis que 
se puede tomar como propio para el análisis de ciudades como la propuesta, pues se 
encaminan en develar la realidad de sociedades signadas por procesos de industrialización 
complejos que dan forma a la ciudad y predecibles también de las urbanizaciones 
latinoamericanas, más aún cuando “La población urbana en América latina alcanza ya el 80% 
en 2014. Europa es 70% urbana en 2014 y superará el 80% en 2050” (Castells, 2014).  
Denominadas sociedades subdesarrolladas, la vida social latinoamericana se caracteriza, 
rememorando a Castells (1974), por una ausencia de actores estatales en la planeación del 
uso de sus recursos y no por la ausencia misma de recursos (p.53), estas tuvieron unas 
dinámicas de crecimiento singulares y solo posibles a partir del surgimiento de la industria y 
del detrimento de la vida rural, en Colombia principalmente como consecuencia del conflicto 
armado interno. El estudio realizado por Castells de las sociedades subdesarrolladas integra 
la situación de epicentros urbanos como Bogotá y en este orden de ideas, resulta conveniente, 
en sentido amplio, para el análisis de ciudades donde la violencia armada también coadyuvo 
en su forma, como en el caso de Tunja.   
De una parte, el proceso de urbanización en las sociedades desarrolladas estuvo acompañado 
del surgimiento y paulatino crecimiento industrial, sin embargo, en las sociedades 
latinoamericanas, este proceso no correspondió con un crecimiento económico concomitante, 
“al mismo nivel de población urbana que tienen hoy los países «subdesarrollados», el nivel 
de industrialización de los países «desarrollados» era mucho mayor” (Castells, 1974, p.51).  
De otra parte, la descomposición de la vida rural en Colombia estuvo marcada por las 
problemáticas de conflicto interno. Tal es así que para inicios de la década de los 50’, en la 
que suele situarse la génesis del conflicto armado interno colombiano, el porcentaje de la 
población bogotana sobre la población total del país era de apenas del 6,2% (Castells, 1974, 
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p.67) este porcentaje aumentó precipitadamente con posterioridad al surgimiento del 
conflicto, de tal suerte que en el censo 2005 este porcentaje se estima en un 16%15. 
Esta transición de la vida rural a la urbana, de la economía doméstica a la industrial, de las 
formas tradicionales a las modernas, no fue un fenómeno exclusivo de la capital del país, 
epicentros como Tunja, corrieron una suerte similar que se puede leer a partir de su 
morfología. A un ritmo de crecimiento similar a Bogotá “la tasa de crecimiento de la 
población urbana de Tunja se aceleró entre 1938 y 1964 incrementando un 4,4% promedio 
anual” (Hidalgo, 2010, p.33), es así como para el censo de 2005 la población ascendía a 
130.000 habitantes.  
Este incremento de la población urbana a partir de la década de los 50´ representa para 
Boyacá, departamento cuya capital es Tunja, el despoblamiento de pequeños pueblos que 
circundan la capital, este particular hace pensar a Tunja como una ciudad intermedia, en 
palabras de Diaz Márquez, evocadas por Hidalgo (2010) “(…) ciudades intermedias, 
alrededor de las cuales gravitan pequeños pueblos antiguos, asentamientos indígenas en 
donde coexisten lo tradicional y la modernidad, en medio de una mezcla cultural que más 
que un proceso de aculturización  es un fenómeno de hibridación cultural” (p.38).  
El cambio referido provoca la ruptura de un modelo de crecimiento controlado en torno a su 
centro histórico, específicamente la plaza de Bolívar, a un crecimiento disperso16 que se 
puede apreciar a partir de la ciudad actual, la cual “es dual y deja ver dos momentos históricos 
para su desarrollo: tradicional y moderno” (Hidalgo, 2010, p.33). El desarrollo de la industria 
se puede rastrear en el Plan Piloto de 1958 de modernización urbana para Tunja en el que se 
consolida, parafraseando a la precitada autora, el sector industrial del norte y un consecuente 
crecimiento espontáneo y sin planeación de la ciudad (p.132).  
Siguiendo los postulados de la tesis doctoral ya referida de la arquitecta Adriana Hidalgo 
Guerrero (2010) titulada Morfología y actores urbanos, formas de crecimiento de la periferia 
urbana: El caso de Tunja-Boyacá, Colombia, se pueden pensar en otros dos momentos 
                                                          
15 En el censo 2005 de Colombia arrojo como resultado un total de 41.458.384 de habitantes en Colombia y un número de 6.778.691 en 
Bogotá datos de los que se deduce el porcentaje referido.  
16Aun cuando en el Plan Piloto para la modernización de la capital Boyacense de 1958 se planteó un crecimiento uniforme y a partir del  
centro histórico.     
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históricos relevantes que determinan la forma de la ciudad hoy; el periodo comprendido entre 
1975 a 1990 y otro comprendido entre 1990 a 2005.  
Del primero sobresale una continuidad del crecimiento hacia el norte industrializado de la 
ciudad con la consolidación de barrios como los Muiscas y la Fuente y “un crecimiento dispar 
caracterizado por urbanizaciones por loteo y surgimiento de los primeros enclaves cerrados” 
paráfrasis de (Hidalgo, 2010, p. 169-170). Del segundo lapso, del año 1990 a 2005, el 
crecimiento urbano no presentó signos de mejoría y, al verse influenciado por la aparición en 
escena de las Constitución Política de Colombia de 1991 y su consecuente ideología 
neoliberal de apertura a un mundo globalizado, los fenómenos de marginalidad y pobreza no 
se hicieron esperar. La autonomía de los municipios dispuesta por la descentralización de las 
funciones administrativas contemplada en la carta fundamental de 1991, condujo “en el caso 
de Tunja y de gran cantidad de municipios en Colombia al incremento del endeudamiento” 
(p.173) y un consecuente crecimiento urbano, como ya se manifestó, sin presencia reguladora 
estatal.     
El crecimiento disperso y sin regulación de la ciudad, signado por ideologías neoliberales de 
mercado y el consecuente advenimiento de fenómenos de marginalidad y pobreza permiten 
interferir que el crecimiento moderno urbano, como en el caso de Tunja, responde, contrario 
a lo que se piensa, “a la búsqueda de trabajo más que a la demanda de mano de obra” (p.60), 
es decir, no estuvo acompañada de un proceso de desarrollo real, interpretando a Castells 
(2014) la ciudad si bien contribuye a mejorar condiciones de vida de los habitantes, esta 
mejora solo es tangible en términos cuantitativos en relación con la cobertura de 
infraestructura y satisfacción de servicios básicos y se da en detrimento de otras condiciones 
de vida como la calidad ambiental, de lo que se trata es de una transformación de la pobreza 
rural en pobreza urbana.  
Este panorama de desorden urbano “no es tal desorden, sino que representa la organización 
espacial suscitada por el mercado y derivada de la ausencia de control social de la actividad 
industrial” (Castells, 1974, p.22) y consecuentemente estimulan el aparecimiento de 
dinámicas de evitación, segregación y racionalidad de los espacios que terminan por generar 
una ruptura de las relaciones sociales enmarcada dentro de una nueva forma de solidaridad 
social moderna que nos disponemos a analizar en el contexto de la ciudad intermedia. 
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Estudiemos ahora esta realidad a partir de los datos que arrojaron la información recolectada 
en la ciudad de Tunja.  
 
Resultados. Análisis cuantitativo y cualitativo de la información  
 
Como se manifestó renglones atrás, el objetivo de este acápite será presentar los resultados 
del estudio de campo propuesto, generando disertaciones que integren datos del orden 
cualitativo y cuantitativo. Es conveniente recordar que dicho análisis recaerá sobre los 
siguientes insumos: 
o 8 entrevistas semiestructuras individuales a integrantes del grupo de jóvenes skaters 
de la ciudad de Tunja que adelantan procesos de aprovechamiento del tiempo libre e 
integración social con la casa del (la) Menor Marco Fidel Suárez, tal como consta en 
el anexo 1. Ficha técnica de entrevistas.  
o 400 encuestas a población fluctuante del barrio centro de la ciudad de Tunja tal como 
consta en el anexo 2. Ficha técnica de encuestas.  
o Documentos que reposan en archivos oficiales de dominio público recolectados 
mediante búsquedas en bases de datos virtuales de la Alcaldía de Tunja y la Policía 
Metropolitana de Tunja especialmente. Así mismo, a gran parte de la información 
documentada se accedió mediante la formulación de peticiones a diferentes órganos 
y entidades que participan de la gestión de la seguridad ciudadana en la ciudad. Lo 
anterior consta en el anexo 3. Peticiones y documentos objeto de estudio.  
o Observación directa, casual y esporádica de las dinámicas de seguridad en el barrio 
centro de la ciudad de Tunja especialmente los días domingos del mes de marzo de 
2019.  
A fin de realizar una presentación ordenada de la información recolectada se empleará una 
estructura similar a la propuesta en el capítulo I, en este orden de ideas, tres serán los 
momentos objeto de estudio en la ciudad de Tunja: el conflicto social, el control social y el 
espacio público, sin embargo, consideramos útil, antes de adentrarnos en el análisis 
propuesto, hacer algunos comentarios que circundan la noción de juventud y la cultura skate, 
implícitamente relacionadas.  
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Con el empleo del término skaters en el presente documento se hace alusión al grupo social, 
generalmente formado por gente joven y en el que se pueden leer varios elementos 
constitutivos de identidad común entre sus integrantes. La práctica deportiva que da razón de 
ser al grupo y sobre la que se construyen valores, creencias y elementos, como ya dijimos, 
comunes, “consiste en utilizar una tabla con ruedas (conocida como skate o monopatín) para 
deslizarse por el asfalto y realizar una diversidad de trucos que van desde elevar la tabla del 
suelo realizando piruetas o utilizar el mobiliario urbano (bancos, bordillos, escalones, 
barandillas, etc.) como medio para desarrollar maniobras y deslizarse a través de él.” 
(Márquez y Diez, 2015, p. 137).  
Con gran entusiasmo, varios de los jóvenes skaters que se entrevistaron, refieren que su 
disciplina deportiva tendrá un lugar en las Olimpiadas Mundiales, Tokio 2020, esta decisión 
del Comité Olímpico es un hecho sin precedentes que denota, ante todo, una nueva visión 
del mundo que se aleja de los preceptos de peligrosidad e inseguridad que han signando 
históricamente, la práctica del skate. Varias décadas tuvieron que pasar para que este suceso 
tuviera lugar. En los años 50’ en la zona costera oeste de Estados Unidos de Norte América, 
siempre plagada de surfistas, emergen ideas que pretendían, ante la ausencia de olas, trasladar 
elementos de la práctica del surf a escenarios en cemento, es decir a la ciudad, “dando lugar 
a la aparición de grupos de exhibición, formados por los mejores especialistas, para realizar 
demostraciones que fomentaran entre los jóvenes la venta de monopatines” (García y 
Fernández, 2018, p. 356). 
Es por tanto una práctica que desde su génesis supuso la intervención en el espacio público 
una idea que en la interacción con los skaters entrevistados era usual que aflorara de manera 
reiterada; denotando la importancia que tiene para esta subcultura urbana esa interacción con 
lo público, en donde todos ven andenes, nosotros vemos la posibilidad de un truco, afirman. 
En la misma medida reconocen la existencia de un vocabulario común, palabras o 
expresiones, extranjerismos generalmente, que refieren maniobras y un vestuario particular 
configurado como “una práctica cultural alternativa o de resistencia, -contrahegemónica-, 
que desafía la hegemonía de los valores capitalistas y de los deportes que lo reafirman” (Beal, 
1995) citado por (Márquez y Diez, 2015, p. 138). 
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Esta lectura de su contexto deviene de su esencia contracultural que supone un “sistema de 
valores, creencias, modelos de comportamiento y estilos de vida… contrapuesto 
objetivamente de manera radical al sistema de la cultura dominante en una determinada 
sociedad” (Gallino, 1995, p.225), relacionada actualmente, siguiendo la misma fuente, con 
la juventud. 
En esa relación implícita entre el skate y el periodo de la vida humana denominado juventud 
recaen imaginarios que la relacionan con “la representación de una generación romántica, 
inconformista con los principios éticos y estéticos de la época y con el triunfo de la razón 
sobre los sentimientos” (Ginder, de Espinosa y Torres, 1998, p. 413). Esta amalgama de 
sensaciones que signan a la juventud se profesa en relación a una generación que han nacido 
en un mismo periodo, “puede estimarse en alrededor de quince años” (Gallino, 1995, p. 457), 
y que por ende comparten y se desenvuelven en un escenario cultural similar, dotándola de 
elementos particulares en relación con las otras generaciones. El periodo de quince años 
propuesto guarda correspondencia con el adoptado por la Ley 1622 de 2013 “Estatuto de la 
ciudadanía juvenil”, renglones atrás citada, como el periodo de vida entre los 14 y 28 años 
de edad y tomado como propio en procura de esta disertación. 
Resulta interesante apuntar el caso de Noruega donde la práctica del skate fue prohibida por 
un periodo de tiempo considerable en el que se criminalizo la práctica bajo el argumento, o 
en procura, de la protección de la integridad de los practicantes17.  
En este orden de ideas se puede establecer de la interacción con los jóvenes skaters que sus 
acciones, léase trucos, son tenidas como peligrosas, atrevidas, irracionales y como tal, pueden 
llegar a ser tildadas de incivilidades que se tienen por connaturales a la juventud, 
comportamientos estigmatizados que desembocan en procesos de criminalización, los cuales 
hay que contener pues representan un riesgo, idea fundadora del control social en los tiempos 
que discurren o “modernidad tardía” a la manera de Garland (2007), veamos cómo.  
 
                                                          




Primer objeto de estudio: el conflicto social 
 
El crecimiento urbano que ha tenido lugar en la ciudad de Tunja, en razón a fenómenos y 
circunstancias de variada índole ya expuestos en el acápite inicial de este capítulo, insertan 
dentro las preocupaciones más sentidas de la ciudad la de la garantía de la seguridad 
ciudadana. Si bien Tunja se perfila como la ciudad más segura de país no es ajena a la 
presencia de acciones delictivas que irrumpen a diario en las cotidianidades urbanas.  
Por ende, el Plan Integral de Seguridad y Convivencia Ciudadana de Tunja 2016-2019, en 
adelante PISCC 2016-2019, ajustado mediante acta de fecha 12 de Julio de 2018 del Comité 
de Orden Público, y teniendo en cuenta el análisis allí mismo efectuado por la ciudad, prioriza 
las 5 acciones delictivas que más tienen incidencia en la capital boyacense, a saber: 
Homicidio, lesiones personales, hurtos en sus diferentes modalidades, violencia intrafamiliar 
y violencia sexual.  
Considerando lo anterior, se optó por preguntar a los transeúntes encuestados si habían sido 
víctimas de alguno de los delitos de hurto o lesiones personales en el barrio centro de Tunja 
en el año 2018, teniendo presente que son estas dos modalidades delictivas las que más 
incidencia tuvieron en dicho barrio durante el año 2015. De los 777 hurtos registrados en 
2015, el 10% tuvieron lugar en el centro, de las 936 lesiones personales ocasionadas en Tunja 
en el 2015, el 20% se suscitaron en el barrio centro de la ciudad, razón por la cual se formuló 
el interrogante, arrojando como resultado un total de 80 personas víctimas de hurto, 
equivalentes al 20% de los encuestados; de lesiones personales fueron víctimas 16 personas 
correspondiente a un 4%  de los encuestados (véase figura 1), situación que se aproxima a la 














No obstante, ya se dijo, limitar el estudio del conflicto social a las acciones que mediante un 
proceso de formación reglado se consideran delictivas sería negar una realidad propia de las 
grandes metrópolis: la presencia de diversos grupos sociales que disienten unos de otros en 
sus valores y sistema de creencias y que interactúan a diario en el espacio urbano. 
Esta interacción se puede leer en la cotidianidad de los practicantes de skaters, en su mayoría, 
los jóvenes skaters, según observaciones a sus rutinas de entrenamiento dominical durante el 
mes de Marzo del año 2019, reconocen una serie de valores intrínsecos a su disciplina y lo 
relacionan con sentimientos de felicidad y satisfacción y hasta emplean un lenguaje 
particular. También comparten según Robinson, -perteneciente al grupo de sakaters, y Julian, 
-guía del grupo-, un vestuario particular y bien definido, sin embargo, el 58% de los 
transeúntes encuestados afirman no identificar el grupo (véase figura 2), y aun así 88 de los 
encuestados consideran que su mera presencia en el barrio centro de Tunja afecta la seguridad 
en el espacio público (véase figura 3). 
Es en esta inclinación a considerar la práctica del skate como amenazante de la seguridad 
ciudadana en la que se puede leer la configuración de imaginarios que criminalizan lo extraño 
o diferente: mientras en el caso antes citado de Noruega el argumento que le daba forma a la 
prohibición era el riego de la integridad personal del practicante, en el caso estudiado parece 







1. ¿En el año 2018 fue usted víctima en espacio público del 
barrio centro de Tunja de alguno de los siguientes delitos?
Figura 1. ¿En el año 2018 fue usted víctima en espacio público del 





Para los jóvenes del grupo de skaters, soportar el estigma social que los encasilla en los 
parámetros de la anormalidad y peligrosidad, ya no es problema, Ruben, otro joven integrante 
del grupo y el que tiene más experiencia en la práctica de la disciplina opta, ante cualquier 
situación de conflicto con sus conciudadanos, por el hecho de cargar una patineta, según dice, 
por “tratar de ser muy decente y no alargar el problema”. Wendy prefiere llamarlo 
“evitación”, ella al igual que Catalina o Nancy, otras jóvenes que hacen parte del grupo, 
saben perfectamente lo que es cargar con el estigma adicional de ser mujer practicante de la 
disciplina, Wendy haciendo un gesto de desprecio dice: “hay ocasiones en que uno va por la 
calle con su patineta y por ser además mujer lo miran raro”. Rubén afirma contundentemente: 
“es diferente la forma de ver la ciudad de nosotros y las del ciudadano”, como queriendo 










3. ¿Identifica o conoce la cultura skater? 








Segundo objeto de estudio: el control social 
 
La potestad punitiva en cabeza del Estado, el denominado ius puniendi, corresponde a uno 
de los géneros de su especie, por ende más amplia, llamada control social. Las dinámicas de 
control social también se relacionan con las prácticas informales de gestión del delito, una 
aproximación a las ideas de Zaffaroni (2006) permite identificar un sistema penal subterráneo 
que procede frente al extraño “a su eliminación directa por muerte y desaparición forzada, 
sin proceso legal alguno” ( p. 27), desconociendo la razón de ser del derecho penal liberal: 
alejándose de la intencionalidad del Estado de Derecho y aproximándose a la del estado 
absoluto; corresponde en las siguientes líneas apuntalar algunas ideas que se extraen de dicho 
fenómeno en la ciudad objeto de estudio, Tunja.  
En entrevista, la cual no fue posible grabar ni levantar acta y que sin embargo fue asignada 
en alguna contestación de alguna petición formulada a la administración de Tunja, se me 





4. ¿Considera que la seguridad del espacio público del barrio 
centro se ve afectada por la presencia de jóvenes skaters? 
Figura 3. ¿Considera que la seguridad del espacio público del barrio centro se ve 
afectada por la presencia de jóvenes skaters? 
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y dirigir el PISCC 2016-2019, que en general el diagnóstico de confianza en la justicia en 
Tunja es bueno, es decir, “en Tunja la gente denuncia”.  
Con todo, hay una preocupación por mantener el título de la ciudad más segura del país, 
situación que impulsa iniciativas desde la administración central, leídas en su Plan de 
Desarrollo ¡Tunja en equipo! 2016-2019, tendientes a impulsar el desarrollo institucional con 
programas como el de seguridad moderna, que arrojaron según rendición pública de cuentas 
la implementación de 130 nuevas alarmas en la ciudad para la prevención del delito y un 
apoyo financiero significativo a la policía metropolitana de Tunja.  
Esta última institución, afirma Rubén, que crece a diario en su personal, “pasan entre 6 y 10 
veces todos los días por el skate park”. Estas rutinas de control integran, o así lo intentan los 
programas de prevención del delito que nacen en el seno de la policía, al ciudadano común; 
basta revisar la rendición de cuentas en 2017 para identificar como uno de sus mayores logros 
es el fortalecimiento de 170 frentes de seguridad los cuales se proyecta en multiplicación 
permanente.  
Esto último se corresponde perfectamente con el instructivo Frentes de seguridad 
“ciudadanos en red” del 31 de Julio del 2018 de la Policía Nacional, obtenido mediante 
pesquisas en la estación principal de la policía metropolitana de Tunja. Allí se consigna la 
filosofía y funcionamiento de dichos frentes de seguridad, se coligen del principio 
constitucional de la corresponsabilidad Estado-ciudadano en la toma de decisiones que 
impliquen la vida en común y se fomenta el trabajo mancomunado en la obtención de 
seguridad ciudadana llegando al punto, quizás en donde es más tangible su intencionalidad, 
de implementar en dichos frentes de seguridad croquis por cuadras que integran datos de sus 
residentes y sus rutinas, todo en procura de la seguridad, sin embargo, según la muestra de 
encuestados, no se tiene muy claro cuál es el órgano administrativo encargado de las políticas 






Del apenas 10% de encuestados, equivalente a 40 personas, que contestaron conocer la 
instancia administrativa tímidamente contestaron 5 personas a lo sumo: secretaria de 
gobierno o alcaldía mayor, en su generalidad.  
No obstante, esta desinformación, vecinos alertas es la consigna del precitado instructivo, 
ante la presencia de un sospechoso, se puede allí leer, ha de activarse un sistema de alarma 
comunitaria en red de vecinos que controlan el acceso a su barrio de los potencialmente 
peligrosos, manifiestan los jóvenes entrevistados del grupo de skaters que estas rutinas de 
control son permanentes, especialmente rígidas en el barrio centro, “la centralidad que tienen 
estos ejercicios cotidianos de discriminación y humillación, y la corriente de emociones 
negativas, ha provocado el retorno de narrativas que esencializan al otro hasta demonizarlo” 
(Rodriguez, 2014, p.106).  
Estos controles rigurosos en el barrio centro también responden, como ya se había 
manifestado, a que allí tienen sede los principales órganos de la administración local y 





5. ¿Conoce usted cuál es la instancia administrativa encargada de coordinar la 
ejecución de la política integral de seguridad y convivencia ciudadana de Tunja?  
Figura 4. ¿Conoce usted cuál es la instancia administrativa encargada de coordinar la ejecución 
de la política integral de seguridad y convivencia ciudadana de Tunja?   
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interés de implementar allí las entrevistas también surge de la necesidad de cotejar qué tanta 
seguridad se experimenta en el barrio frente a las acciones de control social.  
Estas iniciativas de control que dotan a los territorios de seguridad o inseguridad fundan la 
idea del “guetto” (Wacquant, 2010), lugares donde conviven la miseria con todo tipo de 
problemáticas sociales que hacen posible el delito; en este sentido y a fin de determinar este 
fenómeno en el imaginario en los transeúntes del barrio centro, se preguntó cuál de los 8 
barrios que, según el PISCC 2016-2019, tienen mayor incidencia de delitos, estos son: 
Centro, Urbanización sol de Oriente, 20 de julio, Libertador, Maldonado, Santa Inés, 
Patriotas y San Ignacio, considera el más seguro y el más inseguro. Lo que se puede observar 
es que generalmente se ubicaban en el imaginario de los encuestados la zona segura de la 
ciudad es el norte, barrios en progreso donde se ven algunos centros comerciales y 
urbanizaciones modernas y se ubican las zonas inseguras en barrios del sur y occidente de la 
ciudad donde la vida transcurre entre desorden y ausencia de Estado, son zonas grises o sin 
ley, esa misma impresión la comparten en su mayoría los skaters entrevistados.  
La seguridad se asocia, en la muestra de la población encuestada, con barrios como Santa 
Inés y Maldonado (véase figura 5) mientras que la inseguridad se asocia con barrios como el 






La incidencia de delitos en el barrio centro, según los resultados presentados, parece 
posicionarlo en el medio de las categorías barrio seguro/barrio inseguro, sin embargo, es allí 























2.B. ¿De los siguientes barrios cuál considera en más seguro en relación con su 
espacio público?
Figura 5. ¿De los siguientes barrios cuál considera el más inseguro en relación con su espacio 
público? 
 





afectando la convivencia que allí tiene lugar. Esta sensación de seguridad relativa puede 
responder a la presencia de fuerza policiva que controlan las dinámicas del barrio; así se logró 
determinar en el ejercicio de observación directa de sus dinámicas propias de seguridad 
ciudadana, policías en monociclos con motor, controles de identidad a transeúntes y controles 
vehiculares se pudieron ver.  
El barrio Santa Inés, según observaciones directas, también presenta presencia permanente 
de vigilancia, pero privada por lo que la perfilan como el barrio más seguro según los acá 
entrevistados y encuestados, aun cuando, según el PISCC 2016-2019, la incidencia de delitos 
de hurto a persona es allí alta, haciendo acertada la previsión se Christie (2004): “un shopping 
center que generaría gananciales, luego, mayor número de arrestos por hurto y muerte social 
del centro viejo, aumentando la cantidad de comportamientos no deseados” (p. 106). Veamos 
ahora qué implicaciones tiene esta sensación en el uso del espacio público.  
 
Tercer objeto de estudio: el espacio público 
 
Los controles sociales en el barrio centro de Tunja se intensifican. El condensar la mayoría 
de las relaciones sociales de la ciudad en su espacio estimula el brote de conductas delictivas 
y por ende rutinas de control. Rubén al ser interrogado sobre la realidad de su presencia en 
el barrio centro de Tunja no duda en decir “nos impiden la práctica del deporte, nos amenazan 
con ponernos comparendos”. De allí que surgiera la necesidad de indagar respecto de las 
nociones que ciudadanos comunes y jóvenes practicantes tienen del uso del espacio público. 
A la pregunta acerca de la relación de seguridad ciudadana con orden público o con la 
garantía para el ejercicio de libertades, solamente el 14% optaron por la segunda opción y un 





Figura 7. ¿El termino seguridad ciudadana lo asocia con orden público o ejercicio de 
libertades?  
 
La búsqueda permanente de la seguridad mediante el orden también se puede identificar en 
el instructivo: frentes de seguridad ciudadana; una lectura desprevenida de la totalidad del 
documento permite identificar reiteradamente la presencia o alusión a conceptos como el de 
orden, la armonía o similares. Inclusive, los skaters, al ser interrogados sobre el concepto de 
seguridad ciudadana también hacen referencia a la armonía o el orden, y seguidamente se les 
pregunta, ¿no creen entonces que su presencia como skaters perjudica ese orden?, contestan 
casi unánimemente: no.  
¿Por qué?, “porque es nuestro medio de transporte y no lo tienen que garantizar” dice 
Catalina; “si es por el ruido, los motores de carros y motos también lo hacen, entonces 
deberían permitirnos el transito” afirma Wendy, “porque no tenemos suficientes espacios 
garantizados para nuestra práctica” afirman casi todos y “porque nuestra disciplina es en 
esencia una práctica que se realiza en el escenario de la ciudad” afirma el profesor Julián.  
En las rutinas preventivas de control social otra es la intencionalidad, la preocupación por 
reubicar a los trabajadores informales ubicados en el barrio centro, situación a la que solo se 







6. ¿El termino seguridad ciudadana lo asocia con orden público o 
ejercicio de libertades? 
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hará alusión esta vez, amparados por el principio de legitima confianza otorgado por 
providencia judicial, que obliga a la administración local a darles un trato digno, así como la 
puesta en marcha del plan bicentenario, afirma el funcionario encargado del PISCC 2016-
2019, cuyo objeto es la modernización del centro histórico de la ciudad, “incluye acciones 
para aumentar la presencia de policías y la implementación de 20 nuevas cámaras que 
vigilaran constantemente la periferia de la plaza de bolívar ubicada en el barrio centro”. Esto 
se ve reforzado con las campañas de prevención lideradas por la policía en las que se opta 
por alertar al ciudadano para que emplee formas de evitación del delito, entre ellas la de 
restringir la movilidad por lugares que consideren peligrosos.  
En estas circunstancias, la ruptura de las relaciones sociales no se hace esperar, los días 
domingos en los que se realizaron en su mayoría las observaciones directas en la plaza de 
bolívar de barrio centro de Tunja, permiten determinar la poca afluencia de público en 
contraste con la que se puede observar un día común entre semana, permite esto inferir que 
el uso de su espacio no se da en términos de presencia de ciudadanos sino del mero tránsito 
o paso obligado de los mismos para acceder a servicios públicos, casi todos allí condensados.  
La información aquí decantada será insumo base para afrontar el siguiente capítulo, de lo que 
ahora nos ocuparemos es de hacer una lectura crítica de estas dinámicas en relación con la 
política criminal y los discursos de criminalización inspirados en la estigmatización de la 
grupalidad juvenil.  
CAPÍTULO III. 
CIUDAD INTERMEDIA Y POLÍTICA CRIMINAL 
 
Criminalización de la juventud y dinámicas de seguridad ciudadana en Tunja 
 
La acción, dijimos, es social, cuando repercute a los demás, cuando trasmiten una ideología 
del actor, que, a su vez, interpretando a Gómez y Silva (2015) “da sentido a la misma acción 
social e interviene en la consolidación del imaginario colectivo” (p. 28), este último 
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orientador de la vida social y “punto de apoyo para cualquier intervención política sobre esa 
sociedad” (Rodríguez, 2014, 36).  
Las demandas de seguridad ciudadana, entendidas como orden en el espacio público, según 
se evidenció mediante las encuestas realizadas, justifican la existencia de controles y rutinas 
policiales destinadas a evitar la presencia de los perturbadores de la armonía del espacio 
público, esta fascinación institucionalizada por el orden y que goza de respaldo 
jurisprudencial tal como se evidenció, “estigmatiza y criminaliza a sectores de la población 
-en especial los jóvenes, los delincuentes no violentos y los usuarios de drogas- son un 
retroceso, y en algunos casos fortalecen, en vez de disminuir, el poder de las organizaciones 
delictivas” (Muggah, 2017).  
La evitación de que jóvenes skaters transiten por el barrio centro de la ciudad de Tunja, aun 
cuando, en general la muestra encuestada no manifiesta disenso con su presencia en el barrio 
y la sensación de inseguridad en el barrio no es alta, permiten inferir que “El miedo a un 
enemigo fantasma es el único que les queda a los políticos para mantener el poder” 
(Rodríguez, 2014, p. 36) y la sociedad se convierte, siguiendo al mismo autor, “en una 
sociedad que no quiere mirarse de frente y prefiere seguir buscando la paja en el ojo ajeno” 
(p.102).  
“La relación existente entre los discursos de verdad y las relaciones de poder la cual nos 
permite expresar que el sujeto es anormal y criminal son construcciones de las sociedades 
disciplinarias” (Gómez y Silva, 2015, p.44), estas construcciones del peligro “parece 
funcional a los intereses imperiales desde el momento que permite el despliegue de toda la 
fuerza coercitiva del Estado y la imposición de su discurso, su verdad, su valor” (Korstanje, 
M , 2011, p. 1).  
También, la invitación permanente al ciudadano propuesta en el instructivo sobre frentes de 
seguridad de la ciudad de Tunja, para participar activamente de la gestión de su propia 
seguridad, reafirman la sensación de un instrumentalización del peligro, sin embargo, frente 
al particular, Muggah (2017), “subraya la importancia de crear espacios que faciliten a la 
ciudadanía el trabajo conjunto con la policía y los grupos cívicos para garantizar la seguridad 
en los centros laborales, los vecindarios y los hogares”.  
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Esta capacidad de coordinación es mayor según la riqueza que resida en el barrio, situación 
que provoca a su vez una estigmatización del espacio público al que se tiene por inseguro en 
razón a su menor capacidad de controlar, por ejemplo, el acceso a desconocidos. Situación 
que genera un estigma territorial “acompañado de una fuerte disminución del sentimiento de 
identificación y de apego a una comunidad” (Rodríguez, 2014, p.137) claramente 
evidenciado en las entrevistas a los jóvenes skaters de la ciudad quienes prefieren evitar y de 
alguna manera extraerse de la interacción social solo posible en la cotidianidad del uso del 
espacio público.  
Así las cosas, la estigmatización que recae sobre los jóvenes pertenecientes al grupo, ahora 
portadores de los temores de una sociedad que se configura a través de discursos mediáticos 
y políticos18 que invitan al pánico moral, y adoptadas por las agencias de la industria del 
control social, no solo justifican estrategias de seguridad, sino que también generan 
ambientes propicios para el aparecimiento del fenómeno criminal o vandálico; “He aquí el 
circulo vicioso: la estigmatización es una estrategia de seguridad pero recrea las condiciones 
para su inseguridad, toda vez que activan prácticas de afirmamiento de la estigmatización 
juvenil que certifican perjuicios y, por añadidura, reproducen condiciones subjetivas de los 
conflictos sociales” (Rodríguez, 2014, p.108) frente al particular una integrante del grupo 
cree que “permitir y promocionar la práctica del skater resultaría ser una mejor estrategia de 
seguridad juvenil”.  
Todo parece indicar que hay un interés “en representarlos como amenazadores aunque no 
nos amenacen directamente, de modo que lo que ponga de relieve su diversidad no sea su 
carácter de amenaza, sino que sea su diversidad misma la que los convierte en señal de 
amenaza” (Eco, 2013, p. 16), este panorama segregacionista acompañado, en términos de 
Muggah (2017), “de un crecimiento urbano sin regulaciones explica en parte la subida de las 
tasas de criminalidad en las ciudades y barrios marginales”, y será objeto de análisis en el 
siguiente acápite.  
 
                                                          
18 Un ejemplo para significar este fenómeno lo podemos encontrar en el caso de Pussy Riot en Rusia en donde el manejo mediático de la 
protesta del grupo de cantantes jóvenes mediante la puesta en escena de un performance fue presentado como acto vandálico. Una lectura 
interesante del tema la podemos encontrar en un documento de trabajo titulado “Las Pussy Riot desde las narrativas sociales y los límites 




El derecho a la ciudad 
 
El fenómeno del crecimiento urbano en la ciudad de Tunja, al igual que la realidad de muchos 
centros urbanos del país e inclusive de Latinoamérica se caracteriza por una “expansión del 
tejido urbano prolongando las calles existentes o bien construyendo sin planteamiento 
riguroso previo” (Lefebvre, 1969, p.9), esta ausencia de orden público se traduce en una 
ausencia de control social, así, las sociedades modernas disciplinarias, parafraseando a 
Bauman (2013), “sociedades sólidas y perfectamente representadas en el mundo panóptico 
desarrollado por Foucault” (p. 20), han optado por el empleo de técnicas de control rigurosas 
que implican limitaciones al derecho a la ciudad, Gómez y Silva (2015), rememorando a 
Foucault (2010), expresan:  
La vigilancia es una técnica de poder que encierra una vigilancia constante y 
perpetua de los individuos. No basta con vigilarlos de vez en cuando o con 
ver si lo que hacen se ajusta a las reglas. Es preciso vigilarlos sin cesar para 
que se realice la actividad y someterlos a una pirámide permanente de 
vigilancia (p.37). 
Este escenario encuentra auspicio, ya lo dijimos, en el juego del libre comercio y la economía 
no regulada que hace posible la globalización, debilitando a los Estados ahora superados 
operativamente por grandes capitales con presencia mundial, y reduciéndolos en su capacidad 
y labor “los guardianes del Estado adecuadamente debilitado prueban su valía. El delito, o 
más bien la lucha por el delito, se vuelve indispensable en la legitimación de, y para, los 
Estados adecuadamente debilitados” (Christie, 2004, p. 59)19. 
El entramado tecnológico y de dispositivos de control que afectan libertades, no son la 
prioridad de los transeúntes a la hora de demandas de seguridad, a un contundente 86% de las 
personas encuestadas en el barrio centro de la ciudad, poco les importa la coerción del ejercicio 
de libertades en tratándose de demandas de seguridad, la sociedades modernas superaron la 
intimidación de los lentes que todo lo ven, que todo lo registran, para Bauman (2013) “el 
                                                          
19 La seguridad democrática en la lucha contra el delito se circunscribe dentro de la política criminal neoliberal 
denota esta reducción en la capacidad de los Estado y coincide con el giro punitivo al que asistimos actualmente, 
para una visión amplia de esta realidad en América Latina recomiendo el trabajo de Sozzo (2016) que lleva el 
título “Postneoliberalismo y penalidad en América del Sur: A modo de introducción”. 
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miedo a ser observado ha sido vencido por la alegría de ser noticia” (p.32) e inclusive acciones 
estatales refuerzan esta necesidad, basta con observar como el plan bicentenario de 
recuperación del espacio público de la plaza de Bolívar de Tunja contempla la ubicación y 
puesta en funcionamiento de un número, que cada vez más va en aumento, de cámaras de 
vigilancia tal como afirma el funcionario encargado del PISCC 2016-2019.  
Así, la vigilancia y los controles naturales de acceso a determinados espacios, materializan, 
“la racionalización burocrática expresada perfectamente en un dispositivo tecnológico” 
(Bauman, 2013, p.18), la consigna de sociedades altamente ordenadas desemboca en fracturas 
del uso del espacio público habitado solo por fantasmas y se erigen como zonas de intersección 
entre puntos de referencia donde todo pasa y nada se queda.  
La aspiración panóptica de mantenimiento del orden por medio de la supervisión permanente, 
ideada inicialmente por Bentham y desarrollada por Foucault, superaron los muros de la 
prisión y se trasladaron al espacio público, el fin, —crear y mantener comunidades puras y 
ordenadas—, demanda en nuestras sociedades cimentadas en el miedo; demandan la 
recolección de datos e información para evitar que el cuerpo del delito se expanda en el 
espacio; dicha aspiración reinventada del panóptico, parafraseando a Cavalletti (2010), dibuja 
para las instancias de control un esquema bipartito para determinar al excluido, por una parte 
el de la división binaria entre peligroso/inofensivo, y por otra el de la asignación de rasgos 
diferenciales que permitan detectar ¿Quién es?, ¿Dónde debe estar?, ¿Cómo ejercer sobre él 
vigilancia? (p.25).  
Las bases de datos que se nutren de información obtenida por los mecanismos de vigilancia 
definen las nuevas tipologías de ciudad, en donde geográficamente se distingue el bien del 
mal, porque los CCTV, según Arteaga (2009) “se localizan en espacios calificados como 
peligrosos, pero también en aquellos considerados preciados” (p.120).  
Ambiente que estimula la exclusión y desigualdad en relación al uso del espacio público, toda 
vez que, se reconfigura el mismo, haciendo la disyuntiva de zonas pobres altamente 
criminalizadas y zonas enriquecidas altamente seguras; idea fundadora, en palabras de 
Rodríguez (2014) del discurso del gueto que ubica al otro en un sitio concreto, más fácil de 
evitar por aquel que vive fuera, la ubicación del grupo de jóvenes skaters así lo reafirman, la 
intencionalidad de contenerlos en el parque biblioteca o skate park en donde se realizaron las 
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entrevistas ya referenciadas, sirven de justificante para prohibir su acceso a la ciudad con el 
argumento de que ya tienen uno destinado para su uso, valga decir, es también el sentir de 
algunos entrevistados.  
La nueva dinámica de control mediante la vigilancia y el paralelo encerramiento de los 
ciudadanos es la base desde la cual se establece cuáles son los sitios seguros, en términos de 
Arteaga (2010) constituyendo una cierta lógica de transacción y comunicación entre ellos 
(p.80), ratificando su calidad de lugares seguros por los cuales el otro —peligroso—, no puede 
pasar, porque perturba el orden, contamina. Ahora la norma se mide según su capacidad de 
desplegar violencia contra el otro demonizado “insumo para que la industria del control 
trabaje” (Hallsworth, 2006, p.71). 
El plano que se nos presenta viene acompañado de alteraciones en el actuar cotidiano del 
ciudadano, definiendo por donde se transita, en qué condiciones, cómo se defiende y por qué 
se encierra en su casa. La construcción y uso de vías rápidas (highways), grandes autopistas 
que comunican entre lugares seguros, se erigen como una estrategia para que, aun saliendo de 
los muros que protegen, se eluda el contacto con el otro, la viva imagen del peligro.  
Este panorama de la ciudad punitiva oculta bajo intenciones de prevención del delito, no ajena 
a la realidad de la ciudad intermedia colombiana, será el insumo fundamental para asumir la 
discusión de su relación con la política criminal del país.  
 
Elementos para una política criminal inclusiva 
 
El derecho como institución social que determina la socialización del individuo, se alimenta 
y reformula a partir de elementos endógenos y exógenos, si bien las discusiones de regulación 
normativa se suscitan con sujeción a planteamientos teóricos elaborados por la comunidad 
académica del mundo del derecho (elementos endógenos), también lo hace a partir de 
exigencias populares y mediáticas (elementos exógenos). En principio, el derecho crea un 
mundo exterior cambiante, solo comprensible si se emplean mecanismos de comunicación 
jurídica, en este sentido, “el carácter autónomo del derecho como proceso social, solo se 
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vuelve inteligible si se escogen las comunicaciones como los elementos básicos del derecho” 
(Teubner, 2002, p. 551).  
La participación, información y comprensión del derecho construye actores humanos que en 
ocasiones disienten del discurso normativo/prescriptivo, fallando así los ya aludidos procesos 
de socialización, pero que sin embargo, se erigen, tales divergencias, como necesarias para 
legitimar el actuar coercitivo estatal y la guerra contra la criminalidad, es decir, “(…) la 
comunidad se reconozca como «nación»; sin el contrapeso de la guerra, un gobierno no 
podría establecer ni siquiera la esfera de su misma legitimidad; solo la guerra asegura el 
equilibrio entre las clases y permite colocar y explotar a los elementos antisociales” (Eco, 
2013, p.35). 
Esta aspiración, la de mantener las conductas desviadas controladas, se condensan en un 
catálogo que el Estado asume como propio y que se materializa en documentos de política 
criminal: 
“(…) una especie de políticas públicas que tiene como objeto 
aquellos comportamientos criminalizados (delitos y 
contravenciones), frente a los cuales puede proponer un catálogo de 
medidas y de fines que corresponden a consideraciones éticas (sobre 
justicia y el reproche) y políticas (sobre la conveniencia, pertinencia 
y legitimidad). Esta política criminal deberá ser entendida como una 
política de carácter prescriptivo, cuyo objeto podría variar de 
acuerdo a distintas consideraciones sociales” (Ministerio de justicia 
y del derecho, 2015, p. 6).   
En el marco de un Estado Social de Derecho como el que corresponde a Colombia ha de tener, 
tal política, una aspiración humanizadora con sujeción a principios como el de prevención, 
legalidad y democracia, es decir, que sea respetuosa de la dignidad del delincuente e involucra, 
en efecto, que las sensaciones y exigencias colectivas sean debatidas, es decir que, en relación 
con la política criminal, “un Estado democrático ha de evitar que se convierta un fin en sí 
mismo o al servicio de intereses no convenientes a la mayoría de los ciudadanos; o que 
desconozca los límites que debe respetar a la minoría y todo individuo” (Puing, 1980, p.113). 
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De lo que hablamos es de una violencia institucionalizada que “funciona como el último 
recurso del poder contra los delincuentes y rebeldes, -es decir, contra los individuos singulares 
que se niegan a ser superados por el consenso de la mayoría­.” (Arendt, 2005, p. 69). El 
sistema penal, encargado de la operación del poder punitivo del Estado, que actúa por medio 
de sus agencias, específicas o inespecíficas, adaptando la noción expuesta por Zaffaroni 
(2013), las primeras son todas las instituciones que particularmente se ocupan del poder 
punitivo (policías, jueces, ONG’s, universidades etc.), las segunda las que en una esfera más 
amplia de acción también deciden sobre su función (poder ejecutivo y legislativo) (p.290); así 
mismo, siguiendo la línea argumentativa del precitado autor, sus comportamientos persiguen 
fines manifiestos, como el moralizador para la policía o el resocializador para las 
penitenciarías y fines latentes tales como el mejoramiento de la autonomía policial y de 
infraestructura judicial (p.291).  
El discurso del individuo peligroso que sustenta el actuar del sistema penal actual tiene serias 
influencias en su forma, el desdibujamiento del Estado Social de Derecho respetuoso de la 
dignidad humana en razón al precitado discurso que invita a la eliminación del sujeto 
peligroso, “frente al cual no deben aplicarse un sistema penal garantista, sino una solución 
rápida que conjure dicho riesgo antes de que ocurra la catástrofe” (Gómez y Silva, 2015, P. 
30). En estos procesos de criminalización, se empieza a entender que la “pena de prisión 
funciona como medio de incapacitación y castigo que satisface las demandas de seguridad 
ciudadana y no reforma ni rehabilita” (Garland, 2005, p.51).  
Con todo y en relación con la realidad de ciudades como la estudiada, esta idea de seguridad 
ciudadana forja el actuar de un sistema penal, “el modelo penal de la seguridad ciudadana se 
ha servido parasitariamente del debate sobre la sociedad del riesgo y, singularmente, de las 
propuestas que abordan la modernización del derecho penal” (Díez, 2006, p. 195) e ignora el 
garantismo fundante de la acción penal que “pretende el máximo grado de racionalidad y de 
fiabilidad del juicio, por tanto, de limitación de la potestad punitiva, y de tutela de la persona 
contra la arbitrariedad” (Ferrajoli y Bobbio, 1998, p. 34). 
Esto recubre una mayor magnitud si analizamos el accionar del sistema frente a individuos 
que no viéndose inmersos en una práctica delictiva, conviven a diario en la ciudad, “lo 
políticamente importante del poder punitivo es la vigilancia que las agencias ejecutivas 
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ejercen sobre todos los que andamos sueltos. Hoy el Estado sabe más de cada uno de nosotros, 
que nosotros mismo” (Zaffaroni, 2013, p.292).  
La realidad reflejada en el estudio de campo al que se dedicó el segundo capítulo deja entrever 
las razones fundantes de esta preocupación, la contención de la pobreza y lo que se considera 
anormal en círculos visibles en la geografía de la ciudad así lo evidencian, ese control social 
de exclusión de la peligrosidad, “es el mismo elemento discursivo genocidano que cambio de 
objeto, paso de la colonia a la gran ciudad, cuyo objeto son hoy los jóvenes y adolescentes” 
(Zaffaroni, 2013, p. 308) situación que los lleva paulatinamente al inicio de verdaderas 
carreras criminales que con el cubrimiento mediático se fortalecen. La criminología mediática 
promotora del derecho a la seguridad, magnifica las acciones de unos pocos ocasionando que 
sectores como el de la juventud se perfilen como el mejor chivo expiatorio de esta realidad.  
En procura de evitar esta consigna, se ha de optar por la adopción de una política criminal de 
Estado cautelar, que sin perder de vista el prevencionismo, formule y ejecute acciones con 
base científica sólida y no con base en el miedo paranoide, lo anterior es posible “por medio 
de una institucionalización de un órgano de monitoreo técnico de la violencia social” 
(Zaffaroni, 2013, p. 324) que pretenda conocer el fenómeno delictivo en función de prevenirlo 
más aún cuando el estado actual y desafortunado de la materia se debe en parte a la eliminación 
de elites profesionales que fijaban las líneas del control social y la aparición en su posición de 
elites políticas despojados de conocimientos de la causa, así se pude leer en Christie (2004), 
Hallsworth (2006) y Zaffaroni (2013).  
La criminología cautelar con la que se identifica los resultados de este documento se reafirma 
en la intención de una política criminal que no se funde en los estigmas, en tal sentido, 
demanda un compromiso del criminólogo contemporáneo por entender que las personas son 
las portadoras del conocimiento, de lo que se trata es entonces de escudriñar mediante 
pesquisas de dialogo con la comunidad estos elementos en procura de una mejor política de 
Estado, esta intencionalidad se fijó desde la introducción del documento cuando se propuso el 
ya desarrollado estudio de caso. 
Entender que epicentros urbanos como el de Tunja tienen ciertas ventajas en el control social 
de delito, como la presencia aun hoy de valores y formas tradicionales de vida, que se 
entremezclan con las modernas, se ha de rescatar si se quiere proponer elementos de mejora 
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de los instrumentos de política pública, “sabemos que el control primario necesita de gente 
cercana y comprometida” (Christie, 2004, p. 103). En el marco de la criminología cautelar, y 
siguiendo a Zaffaroni (2013) se han de analizar las condiciones favorables a la creación 
mediática del peligro, se han de medir los daños reales de victimización y el efecto de poder 
punitivo a fin de proponer acciones para reducir el fenómeno criminal (p.321). Ha de 
proponerse una reestructuración seria de las instancias policivas que alimentan el sistema 
judicial a diario evitando traumatismos procesales que devienen en congestión judicial.  
Adicionalmente, las estrategias de prevención del delito no han de limitarse a las de 
prevención situacional que pretenden dotar de sensación de seguridad al ciudadano, sino que 
“requieren de incorporación de otras estrategias cuyo objeto sea la reducción de delito de 
oportunidad como de la percepción de inseguridad urbana” (Jasso, 2018, p.54), para lograr 
esta integralidad de acciones frente a la comisión de delitos e incivilidades, se deberá optar 
por asistencia técnica de organismos como naciones unidas para los asentamientos humanos 
(ONU-HABITAT) mediante su programa de ciudades más seguras; dicha integralidad se 
profesa en relación con los cuatro enfoques de prevención propuestos por la oficina de 
Naciones Unidas Contra La Droga Y El Delito, una lectura analítica de Jasso (2018) permite 
inferir que esto se logra, a través del desarrollo social dirigida a grupos vulnerables, basada en 
comunidad donde el riesgo sea alto, programas de reintegración social de delincuentes y 
estrategias de prevención situacional (p.53).  
Finalmente, el análisis que nos ha ocupado hasta aquí es en sí mismo un aporte con solides 
científica en procura de una mejor política criminal de Estado, la comprensión de los 
conflictos supone, aquí adoptamos postulados de Nils Christie20, una inmejorable situación 
para la consolidación de la vida en comunidad, pues permite repensarnos como sociedad a fin 
de reevaluar prácticas diferenciadoras y estigmatizantes que han sido consideradas como 
ciertas en escenarios de socialización diversa como la familia, la comunidad o el sistema 
educativo.  
                                                          
20 Recomiendo el texto de Nils Chritie titulado Apartheid en la modernidad, el texto fue presentado en junio 10 
de 2013 en el Instituto Max-Planck para el Derecho Penal Internacional y Extranjero, Friburgo, Alemania. Una 





En ciudades intermedias, de menor densidad poblacional que las registradas en las grandes 
urbanizaciones y en donde los procesos de la modernidad coexisten con manifestaciones 
tradicionalistas que se niegan a dejar de existir, las dinámicas que se gestan en torno a la 
gestión de la seguridad ciudadana resultan particulares, aun cuando, guardan varias 
similitudes con las propias de las grandes concentraciones urbanas del mundo.  
El proceso de urbanización que tuvo lugar en la ciudad de Tunja se dio en detrimento de la 
vida rural, los fenómenos migratorios de zonas rurales a zonas urbanas en búsqueda de una 
mejor calidad de vida o como consecuencia de un largo conflicto que nos signó como 
sociedad, definieron la forma de la ciudad y desencadenaron procesos de interacción cultural 
que aun hoy se mantienen y que suscitan conflictos.  
Dicha interacción propia del cohabitar una urbe se evidencio a partir de las relaciones que 
tienen como protagonistas a los jóvenes, en este caso skaters portadores de un estigma social 
que los incrimina per se y los encasillas bajo el rótulo de peligrosidad. Se evidenció la 
implicación del discurso criminalizante de la juventud en las decisiones de política pública: 
nuevas racionalidades en los controles sociales formales que se alimentan principalmente por 
las teorías del riesgo y la demonización del otro y a su vez repercuten en la forma de los 
controles sociales informales.  
La ansiedad por el orden y la seguridad, tal como se demostró, provocan una ruptura del 
tejido social que se justifica en la necesidad de prevenir el delito y las incivilidades, en este 
orden de ideas, la gestión de la seguridad en la ciudad, legitima la restricción de libertades 
en los espacios públicos y hacen pensar en la ciudad como panóptico, en donde todo se vigila 
y se mantiene bajo control. Al punto tal de integrar en estas redes de dominación al ciudadano 
común que no viendo otra salida renuncia a derechos en procura de seguridad o siquiera la 
sensación de poseerla.  
Estrategias de seguridad con participación del ciudadano, como la de frentes de seguridad, 
representan un terreno abonado el cual ha de ser fortalecido y repensado mediante la puesta 
en marcha de otras formas de prevención delictiva también propuestas por la oficina de 
naciones unidas contra la droga y el delito y que contemplan además trabajo con población 
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vulnerable, de resocialización y de prevención situacional. De lo que se trata, es de integrar 
realmente al ciudadano de a pie en la realidad de su ciudad y en la gestión del conflicto, 
superando la noción de mero informante.  
Todo este trasegar se pensó en función de los postulados de la criminología cautelar los 
cuales, adscritos al prevencionismo, demandan del criminólogo actual una actitud 
investigativa en terreno donde la interacción con el ciudadano común sea la premisa 
fundamental que posibilite la construcción de aportes a un sistema en constante formación. 
Las injerencias apuntadas hasta aquí no pretenden otra cosa que presentar a la comunidad 
académica interesada en la materia, algunas aproximaciones que, a la manera de marco de 
referencia, motiven el estudio de realidades en contextos urbanos similares o de menor 
densidad poblacional en procura de acciones de política pública inclusivas y comprensivas 
de realidades diversas, inclusive la rural, pocas veces tratada en escenarios académicos 
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